El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Demandante: 

Sonia Ordoñez Ardila

Demandado:

Johnny Alexander Peña Plaza.
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 


LIQUIDACIÓN SOCIEDAD CONYUGAL / OBJECIÓN LIQUIDACIÓN PASIVOS / EXCLUSIÓN DE PASIVOS / CONFIRMA - En el caso de ahora, los pasivos que se quieren incluir se relacionan como gastos efectuados por los cónyuges para el sostenimiento de la sociedad, pues estos, se dice por las partes, adquirieron durante la vigencia del matrimonio obligaciones con terceros con el fin de contribuir a su sostenimiento, son pasivos externos, dado que se trata de satisfacer en este caso deudas que tiene la sociedad para con actores externos, y las cuales deben ser objeto de estudio, con el fin de verificar si cumplen los requisitos legales y probatorios para ser incluidas en los inventarios y avalúos.
(…)
Si se escucha el audio respectivo, la funcionaria excluyó unos pasivos denunciados por la demandante, por cuanto no se allegó un título que prestara mérito ejecutivo. En tanto que, ahora, en el mismo audio y en el escrito adicional (f. 10, c. copias), lo que se hace es señalar que los créditos con el Liceo Francés de Pereira y Finesa, fueron adquiridos por ella durante la vigencia de la sociedad conyugal. Es decir, que la relación entre los argumentos de la providencia y los de la alzada, es inexistente. Es decir, nada dice la impugnante del por qué se equivocó el juzgado al señalar que los documentos allegados carecen de las condiciones suficientes para considerarlos títulos ejecutivos, que es la razón por la que se excluyeron los pasivos, no porque se hubieran adquirido por fuera de la sociedad conyugal, que sería un aspecto diverso de tratar.
(…)
La misma suerte corre la obligación que se quiere hacer valer respecto de la deuda a favor del Colegio Liceo Francés, por valor de $13.500.000,oo, pues, igual que la anterior, lo que reposa es un simple certificado (f. 98), que como se dijo no presta mérito ejecutivo. En adición, lo que dice ese documento es que la obligación fue contraída en el año 2013 y ella ha venido atendiéndola correctamente; esto significa, que no podía ser esa la cantidad que se adeudaba al momento del inventario, ni se sabe cuánto en realidad era. Y si de lo que se trataba era de reclamar por lo que había pagado, el asunto ha debido tratarse como una recompensa y no de una obligación contenida en un título ejecutivo.
(…)


Ahora bien; en lo que se refiere a la apelación del demandado, tres situaciones se ventilan. La primera relacionada con la exclusión del pasivo denunciado, por la suma de $40.000.000,oo. Insiste en que dicho crédito, tal como explicó en su interrogatorio, obedece a préstamos personales que un amigo cercano le hizo, para atender gastos familiares; además, contrario a lo que adujo la funcionaria, sí hay prueba de su existencia, a folio 164. 

Esto último es cierto; en el folio 99 del cuaderno de copias, reposa el pagaré 79442145, otorgado por Jhonny Alexánder Peña P., a favor de Juan Carlos Guzmán Salazar, por la mentada suma, exigible el 26 de febrero de 2016. Pero no basta con ello, porque según se desprende de la norma que se viene analizando, inciso 3º del numeral 1º del artículo 501 del Código General del Proceso, las obligaciones que se pueden incluir, son aquellas que conciernan a la sociedad conyugal o patrimonial, lo que, es claro, no ha sido demostrado en este caso, pues no basta la sola manifestación del cónyuge que quiere beneficiarse de ello, supuesto que no le es dado fabricarse su propia prueba.  Dicho de otro modo, durante el trámite de la objeción, ninguna prueba se acercó que demuestre que esa suma de dinero fue invertida en el mantenimiento de los cónyuges o los hijos comunes, o en la educación y establecimiento de estos últimos, o en una carga familiar. 

Por ello, el artículo 1796 del C Civil, enseña que la sociedad está obligada al pago, entre otros rubros, de las deudas y obligaciones contraídas durante su existencia por el marido o la mujer, que no fueren personales de aquel o de esta. Objetada la partida, la carga de demostrar que se trataba de una deuda en beneficio familiar, era del demandado.  

La segunda cuestión, tiene que ver con la inclusión que se hizo de la obligación que la demandante contrajo, y de la cual queda pendiente un saldo de $22.000.000,oo; así lo concluyó la juez de primer grado al estudiar los 22 títulos valores (letras de cambio) por valor cada uno de $1.000.000,oo., documentos que, aunque no reposan en las copias enviadas por el despacho, es evidente que existen en el plenario, pues la objeción planteada los describe uno por uno de aquellos, fuera de que, en el interrogatorio absuelto por el demandado, también se mencionaron.  

En este caso, la objeción no puede correr la misma suerte, dado que, sin lugar a dudas, la obligación se contrajo para adquirir un inmueble que está incluido dentro del activo social; es más, el demandado al dar respuesta a los hechos aceptó que ese inmueble se adquirió en vigencia de la sociedad, por ambos consortes, y, es obvio entenderlo así, surge la deuda del interés común de sostenimiento de la familia. 

A pesar de la falencia del despacho en el envío de las mencionadas copias, la situación puede resolverse fácilmente, sin necesidad de requerir su envío. Esto, si se tiene en cuenta que el mismo inciso 3° del artículo 501, ya mencionado, dispone que en el pasivo se incluirán las obligaciones que consten en documentos que presten mérito ejecutivo, siempre que no se objeten; o las que a pesar de no tener esa calidad, sean aceptadas expresamente en la audiencia por los interesados, en este caso, los cónyuges. Y advierte la regla que, en caso de oposición, se acudirá la numeral 3°. 

Este numeral establece, por su parte, que para resolver las objeciones hay que acudir a las pruebas que las partes presenten. Y en este caso, en criterio de la Sala, del interrogatorio absuelto por Jhonny Alexánder Peña Plaza surge, en grado de confesión, una circunstancia relevante: que el crédito fue adquirido, realmente, por la suma de $70’000.000,oo; que se entregaron inicialmente $13’000.000,oo; y que el compromiso fue pagar $1’000.000,oo mensuales a parir de entonces. 

Basta, entonces, una simple operación para concluir cuánto se debía para cuando se disolvió la sociedad: si el inmueble fue adquirido el 13 de febrero de 2013 (f. 72, c. copias); ese día se entregaron $13’000.000,oo; es decir, quedaba pendiente un saldo de $57´000.000,oo; a partir de marzo de 2013 y hasta octubre de 2015, transcurrieron 32 meses, es decir, que se debieron cancelar otros $32’000.000,oo, es decir, $45’000.000,oo en total; lo que significa que estaría pendiente de pagar la suma de $25’000.000,oo. 

La demandante aduce que eran $22’000.000,oo, por lo que nada se opone a que tenga en cuenta esta suma para incluirla en el pasivo. 

Y nótese que, para llegar a esta conclusión, ni siquiera se requiere analizar las letras de cambio que tanta discusión generaron en el demandado. Es de su propio dicho, y de lo que ha aceptado también la demandante, que surge el valor de la deuda.
(…)
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Expediente 66001-31-10-003-2015-00877-01
  



Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por ambas partes contra el auto dictado en audiencia del 23 de noviembre de 2016, proferido por el Juzgado Tercero de Familia local, en este proceso de liquidación de sociedad conyugal instaurado por Sonia Ordoñez Ardila frente a Johnny Alexander Peña Plaza. 
   



ANTECEDENTES

  



Las partes, por conducto de sus respectivos abogados, objetaron los inventarios y avalúos (folios 217 y 218, c. copias No. 1), así: 
Por la parte demandante: 
i) Se objetaron las partidas primera y segunda del pasivo por valores de $40.000.000,oo y $9.667.029,oo, en su orden, puesto que a) son deudas adquiridas personalmente por el señor Jhonny Alexander Peña; y b) para la época en que fueron constituidas, ya estaban separados de cuerpos, legalmente. 
ii) La partida tercera es una obligación por unos cánones de arrendamiento y se objeta porque ya la pareja no convivía; prueba de ello es que el señor tenía arrendado este inmueble y fue una deuda adquirida por Jhonny  Alexander Peña. 
iii) La deuda con CHEVYFINANCIAL, porque es una compra de un automóvil hecha el año pasado, es decir, es una deuda personal y cuando no estaba vigente la sociedad conyugal.,

iv) Respecto al activo, se objetó lo relacionado con el vehículo Spark, ya que fue adquirido a título personal por el señor Jhonny Alexander Peña el año pasado cuando ya estaban separados de bienes por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira.

Por la parte demandada: 
i) Se objetó el activo referido a los cánones del arrendamiento, porque los desconoce. 
ii) En lo que tiene que ver con el pasivo, las obligaciones contenidas en las 22 letras de cambio por valor de $1.000.000,oo cada una. 
iii) El pago de los estudios universitarios de Jhonny y Sonia con las cesantías de esta última, la pignoración del automóvil y la tarjeta de crédito. Lo anterior dado que no aparecen los títulos valores con los que aquél le asegurara el pago a la consorte de sus estudios, en cuanto, para entonces, estaba vigente la sociedad conyugal y la relación marital, y las donaciones no pueden cobrarse dentro de ella. 
iii) El crédito al fondo de empleados del colegio Liceo Francés de Pereira, porque los 13 millones de pesos hacen parte de la primera cuota inicial con la que se adquirió el bien inmueble del conjunto residencial Villa Verde.
Decretadas (folios 144 a 147, c. copias No. 1)  y practicadas las pruebas, se decidió el asunto (folios 159 v. ib). Se incluyó como activo de la sociedad conyugal i) el inmueble identificado con la matrícula inmobiliaria No. 290-191022 por $70.000.000,oo, ii) el Renault Twingo, placas PFV-901 por valor de $22.655.560,oo; y, iii) el vehículo Chevrolet Spark, placas HWS-363, por valor de $26.000.000,oo. En el pasivo, i) el predial del año 2016 por la suma de $555.426,oo, ii) costas del proceso de separación de bienes entre las partes por valor de $827.000,oo y iii) deuda del inmueble anteriormente identificado por la suma de $22.000.000,oo. Los demás activos y pasivos relacionados por las partes fueron excluidos.
Para decidir así, se tuvo en cuenta que no se presentaron reparos en cuanto a los vehículos que cada una de las partes reportó en el inventario y avalúo, por lo que quedaron incluidos; respecto de los cánones de arrendamiento por $3.600.000,oo, fueron excluidos dado que, una vez objetados, la parte demandante no insistió en su inclusión. Ahora, en lo que tiene que ver con los pasivos denunciados, indica que las letras de cambio son aceptadas dado que el argumento en que se basa la objeción respecto a la compra que se estipuló en la escritura de compraventa no sirve para sacar el crédito, pues se pasa por alto que en estos casos una cosa es lo que se indica en el documento público y otra muy distinta lo que en realidad es comercialmente la compra, además, ambas partes así lo acordaron como precio del activo que se incluyó.  En lo que tiene que ver con los estudios universitarios se excluyen del inventario, ya que para el momento de su inclusión no se debían. Además, no se tiene la prueba de los títulos ejecutivos de los créditos (tarjeta de crédito para pagos universitarios, pagos de la administración, deuda con el Liceo Francés y la pignoración del vehículo twingo) que se quieren incluir en los pasivos.
   



Contra ese proveído las partes interpusieron recurso de apelación, sustentado de la siguiente manera: la parte demandante (f. 131 a 133, c. copias No. 2) fundamentado en el hecho de la exclusión del pasivo de la obligación referida al monto de la prenda del vehículo twingo de propiedad de la demandante y de la obligación que la señora Sonia tiene a favor del colegio Liceo Francés (f. 159 vto.), con fundamento en el hecho de que la sola certificación presentada de la deuda es suficiente para probar los pasivos, sin que sea necesario el título que preste mérito ejecutivo.
Por su parte, el demandado alega la falta de inclusión de la obligación que el señor Peña Plaza tiene por valor de $40.000.000,oo representado en un pagaré a favor del señor Juan Carlos Guzmán Salazar, que actualmente cursa en el Juzgado Noveno Civil Municipal de Cali (f. 159 vto.). En el traslado del numeral 3º del artículo 322 del CGP ambas partes se pronunciaron, la demandante insistiendo en la inclusión de los pasivos antes señalados; y el demandado, ampliando su recurso en el sentido de que se tengan en cuenta, fuera de lo relacionado en la audiencia, el pasivo de los cánones de arrendamiento por valor de $3.600.000,oo recaudados por la señora Sonia Ordóñez, del inmueble propiedad de ambos cónyuges, al igual que pide la exclusión de los $22.000.000,oo que se le adeudan al señor José Luis Velásquez, quien figura como acreedor de la sociedad conyugal Ordoñez Peña, debido a que su versión fue contaminada al hablar con la demandante y hallarse en estado de alicoramiento. 




Se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes

CONSIDERACIONES

1.
El recurso es procedente en virtud de lo dispuesto por el numeral 5º del artículo 321 del Código General del Proceso y el inciso final del numeral 2º del artículo 501 del mismo estatuto.  

2.
Como se dijo antes, la funcionaria de instancia decidió el incidente en el cual se declararon probadas unas objeciones, se excluyeron unos bienes del activo y varios pasivos e igualmente se aprobaron los inventarios y avalúos con respecto al inmueble identificado con la matrícula inmobiliaria 290-191022, los vehículos Renault Twingo de placas PFV 901 y Chevrolet Spark de placas HWS 363 y el predial 2016, costas y deuda del inmueble, estos tres últimos relacionados como pasivos.

Por tanto, el debate en esta instancia gira en torno a diferentes aspectos que, yendo por partes, bien vale la pena distinguir a efectos de obtener mayor claridad en el asunto:

Así, por ejemplo, la demandante manifiesta su inconformidad con el auto recurrido, en el sentido de que deben ser incluidas en el pasivo las deudas de la prenda que tiene el vehículo Twingo por valor de $6.940.189,oo, pues alega que, para ello, no se requiere título alguno, sino la simple certificación de que la deuda existe, al igual que la obligación que la señora Sonia tiene a favor del colegio Liceo Francés por valor de $13.500.000,oo.

Por su parte, el demandado suplica la inclusión de la deuda que tiene el señor Peña Plaza por la suma de $40.000.000,oo representada en un pagaré, los cánones de arrendamiento por valor de $3.600.000,oo, que recibió la actora del inmueble común, al igual que solicita la exclusión de los $22.000.000,oo denunciados como pasivo de la demandante y la cual está representada en varias letras de cambio. 
3. Pues bien: en orden a establecer si es o no acertada la decisión de la juez de primera instancia, se tiene que la finalidad primordial de la diligencia de inventario y avalúos, es la de establecer a ciencia cierta qué bienes integran el haber social de la sociedad conyugal, con la posibilidad, de que puedan ser objetados, conforme lo prevé el artículo 501 del Código General del Proceso, con el propósito de que “…se excluyan partidas que se consideran indebidamente incluidas o que se incluyan las deudas o compensaciones debidas, ya sea a favor o a cargo de la masa social.”, que fue lo que efectivamente hizo en el presente caso.

Se recuerda que el pasivo de la sociedad conyugal se puede concebir como externo e interno. El externo se ocupa, entre otras cosas, de las obligaciones que se hubieran contraído con terceros para el mantenimiento de los cónyuges, el de los descendientes comunes, su educación y establecimiento o cualquier otra carga de familia; por eso, más genéricamente el artículo 2º de la Ley 28 de 1932 (que para algunos derogó el artículo 1796 del Código Civil
), enseña que “Cada uno de los cónyuges será responsable de las deudas que personalmente contraiga, salvo las concernientes a satisfacer las ordinarias necesidades domésticas o de crianza, educación y establecimiento de los hijos comunes, respecto de las cuales responderán solidariamente ante terceros, y proporcionalmente entre sí, conforme al Código Civil”. Sea que las dos normas estén vigentes, o bien, porque se entienda que una fue derogada por la otra, lo cual no es del todo claro, porque después el art. 62 del Decreto 2828 de 1974 modificó el ordinal segundo del artículo 1796, lo cierto es que tal pasivo se conforma con las deudas de la sociedad frente a terceros, esto es, para el caso que nos atañe, cuando para la satisfacción de las aludidas cargas familiares, se ha contraído una obligación que está pendiente de pago. 

El pasivo interno, por su parte, obedece a aquellas deudas que subsistan al momento de la liquidación, a cargo del patrimonio social y a favor de uno de los cónyuges, pero claramente determinadas, como aquello que, según el artículo 1781 (numerales 3 y 4) deba restituirse; o el exceso en la venta con subrogación (art. 1790); o el precio de un bien propio vendido sin subrogación (art. 1797).   

4. En el caso de ahora, los pasivos que se quieren incluir se relacionan como gastos efectuados por los cónyuges para el sostenimiento de la sociedad, pues estos, se dice por las partes, adquirieron durante la vigencia del matrimonio obligaciones con terceros con el fin de contribuir a su sostenimiento, son pasivos externos, dado que se trata de satisfacer en este caso deudas que tiene la sociedad para con actores externos, y las cuales deben ser objeto de estudio, con el fin de verificar si cumplen los requisitos legales y probatorios para ser incluidas en los inventarios y avalúos. 
5. Sea lo primero aludir al recurso de la demandante. Para ello, se ha de tener en cuenta, primeramente, que la finalidad de un recurso, es que se vuelva sobre la cuestión decidida  con el propósito de que el mismo funcionario o su superior, puedan estudiar nuevamente la cuestión y decidir si se mantiene, se modifica o se revoca. Para que así ocurra, todo recurso debe ser sustentado; y en el caso de la apelación, tal requisito se cumple confrontando el criterio del juez, con el que tiene la parte, respecto de un determinado asunto; se trata con ello de poner al descubierto cuáles son las razones, fácticas o jurídicas, por las cuales el funcionario de primer grado está equivocado. 

Si se escucha el audio respectivo, la funcionaria excluyó unos pasivos denunciados por la demandante, por cuanto no se allegó un título que prestara mérito ejecutivo. En tanto que, ahora, en el mismo audio y en el escrito adicional (f. 10, c. copias), lo que se hace es señalar que los créditos con el Liceo Francés de Pereira y Finesa, fueron adquiridos por ella durante la vigencia de la sociedad conyugal. Es decir, que la relación entre los argumentos de la providencia y los de la alzada, es inexistente. Es decir, nada dice la impugnante del por qué se equivocó el juzgado al señalar que los documentos allegados carecen de las condiciones suficientes para considerarlos títulos ejecutivos, que es la razón por la que se excluyeron los pasivos, no porque se hubieran adquirido por fuera de la sociedad conyugal, que sería un aspecto diverso de tratar. 
En todo caso, como bien lo analizó la funcionaria de primer grado, se tiene entendido que cuando se trata de créditos se debe ajustar el interesado a lo que regula el el inciso 3º del citado artículo 501 del CGP, que en su parte pertinente dice:

“En el pasivo de la sucesión se incluirán las obligaciones que consten en título que preste mérito ejecutivo, siempre que en la audiencia no se objeten…”.
Y así es, pues las deudas constituyen una obligación desde el punto de vista jurídico, por lo que estas deben reunir los requisitos del artículo 422 del CGP, es decir, que deben constar en documentos que provengan del deudor, y deben ser expresas, claras y exigibles, para no dejar duda alguna sobre su existencia, claridad en los montos y fechas de exigibilidad. 
En el presente caso, el certificado de la existencia del crédito que fue garantizado con la pignoración del vehículo, aportado al proceso liquidatorio (f. 47), es un documento que emana de la Compañía de Financiación Especializada (FINESA), que da cuenta de una obligación a cargo de la demandante, pero ningún título con las características anunciadas, se presentó, que de ella proviniera, como lo exige el citado artículo 422 citado. 
La misma suerte corre la obligación que se quiere hacer valer respecto de la deuda a favor del Colegio Liceo Francés, por valor de $13.500.000,oo, pues, igual que la anterior, lo que reposa es un simple certificado (f. 98), que como se dijo no presta mérito ejecutivo. En adición, lo que dice ese documento es que la obligación fue contraída en el año 2013 y ella ha venido atendiéndola correctamente; esto significa, que no podía ser esa la cantidad que se adeudaba al momento del inventario, ni se sabe cuánto en realidad era. Y si de lo que se trataba era de reclamar por lo que había pagado, el asunto ha debido tratarse como una recompensa y no de una obligación contenida en un título ejecutivo. 

6. 
Ahora bien; en lo que se refiere a la apelación del demandado, tres situaciones se ventilan. La primera relacionada con la exclusión del pasivo denunciado, por la suma de $40.000.000,oo. Insiste en que dicho crédito, tal como explicó en su interrogatorio, obedece a préstamos personales que un amigo cercano le hizo, para atender gastos familiares; además, contrario a lo que adujo la funcionaria, sí hay prueba de su existencia, a folio 164. 

Esto último es cierto; en el folio 99 del cuaderno de copias, reposa el pagaré 79442145, otorgado por Jhonny Alexánder Peña P., a favor de Juan Carlos Guzmán Salazar, por la mentada suma, exigible el 26 de febrero de 2016. Pero no basta con ello, porque según se desprende de la norma que se viene analizando, inciso 3º del numeral 1º del artículo 501 del Código General del Proceso, las obligaciones que se pueden incluir, son aquellas que conciernan a la sociedad conyugal o patrimonial, lo que, es claro, no ha sido demostrado en este caso, pues no basta la sola manifestación del cónyuge que quiere beneficiarse de ello, supuesto que no le es dado fabricarse su propia prueba.  Dicho de otro modo, durante el trámite de la objeción, ninguna prueba se acercó que demuestre que esa suma de dinero fue invertida en el mantenimiento de los cónyuges o los hijos comunes, o en la educación y establecimiento de estos últimos, o en una carga familiar. 

Por ello, el artículo 1796 del C Civil, enseña que la sociedad está obligada al pago, entre otros rubros, de las deudas y obligaciones contraídas durante su existencia por el marido o la mujer, que no fueren personales de aquel o de esta. Objetada la partida, la carga de demostrar que se trataba de una deuda en beneficio familiar, era del demandado.  
La segunda cuestión, tiene que ver con la inclusión que se hizo de la obligación que la demandante contrajo, y de la cual queda pendiente un saldo de $22.000.000,oo; así lo concluyó la juez de primer grado al estudiar los 22 títulos valores (letras de cambio) por valor cada uno de $1.000.000,oo., documentos que, aunque no reposan en las copias enviadas por el despacho, es evidente que existen en el plenario, pues la objeción planteada los describe uno por uno de aquellos, fuera de que, en el interrogatorio absuelto por el demandado, también se mencionaron.  

En este caso, la objeción no puede correr la misma suerte, dado que, sin lugar a dudas, la obligación se contrajo para adquirir un inmueble que está incluido dentro del activo social; es más, el demandado al dar respuesta a los hechos aceptó que ese inmueble se adquirió en vigencia de la sociedad, por ambos consortes, y, es obvio entenderlo así, surge la deuda del interés común de sostenimiento de la familia. 

A pesar de la falencia del despacho en el envío de las mencionadas copias, la situación puede resolverse fácilmente, sin necesidad de requerir su envío. Esto, si se tiene en cuenta que el mismo inciso 3° del artículo 501, ya mencionado, dispone que en el pasivo se incluirán las obligaciones que consten en documentos que presten mérito ejecutivo, siempre que no se objeten; o las que a pesar de no tener esa calidad, sean aceptadas expresamente en la audiencia por los interesados, en este caso, los cónyuges. Y advierte la regla que, en caso de oposición, se acudirá la numeral 3°. 

Este numeral establece, por su parte, que para resolver las objeciones hay que acudir a las pruebas que las partes presenten. Y en este caso, en criterio de la Sala, del interrogatorio absuelto por Jhonny Alexánder Peña Plaza surge, en grado de confesión, una circunstancia relevante: que el crédito fue adquirido, realmente, por la suma de $70’000.000,oo; que se entregaron inicialmente $13’000.000,oo; y que el compromiso fue pagar $1’000.000,oo mensuales a parir de entonces. 
Basta, entonces, una simple operación para concluir cuánto se debía para cuando se disolvió la sociedad: si el inmueble fue adquirido el 13 de febrero de 2013 (f. 72, c. copias); ese día se entregaron $13’000.000,oo; es decir, quedaba pendiente un saldo de $57´000.000,oo; a partir de marzo de 2013 y hasta octubre de 2015, transcurrieron 32 meses, es decir, que se debieron cancelar otros $32’000.000,oo, es decir, $45’000.000,oo en total; lo que significa que estaría pendiente de pagar la suma de $25’000.000,oo. 
La demandante aduce que eran $22’000.000,oo, por lo que nada se opone a que tenga en cuenta esta suma para incluirla en el pasivo. 

Y nótese que, para llegar a esta conclusión, ni siquiera se requiere analizar las letras de cambio que tanta discusión generaron en el demandado. Es de su propio dicho, y de lo que ha aceptado también la demandante, que surge el valor de la deuda. 
Incluso, ni se requeriría adentrarse en el testimonio de José Luis Velásquez, acreedor de dicha obligación, a quien a pesar de su olor a licor, la juez, conforme a lo previsto en el inciso 2º del artículo 210 del CGP, esto es aplicando las reglas de la sana crítica, le permitió declarar, porque lo halló en estado hábil para hacerlo. Sin embargo, un somero análisis del mismo, lo que permite concluir es, exactamente lo que ya está dicho, que vendió su apartamento a la pareja, aunque dice que lo fue en la realidad por $80’000.000,oo, de lo que no hay prueba; por eso se asume que fueron, como lo aceptan las partes, $70’000.000,oo, y que la demandante le ha venido cubriendo mensualmente cuotas de $1’000.000,oo, adicionales a lo que se le entregó al momento de la venta, que cree que fueron $10’000.000,oo, a pesar de que los litigantes tienen claro que fueron $13’000.000,oo. 

No entiende la Sala, entonces, a qué viene la protesta de la parte demandada, que reconoció el negocio jurídico, su valor, la forma de pago y, además, que él, después de la disolución de la sociedad, no ha pagado ninguna suma al acreedor. 

No sobra decir que la doctrina se ha ocupado del tema y ha dicho que el pasivo social:

“Lo constituyen las deudas sociales, por oposición a las deudas personales de los cónyuges. Desde luego, como en el caso del activo, cabe distinguir la época en que se contrajeron las respectivas obligaciones. Y, también, entre pasivo absoluto o real y pasivo relativo o aparente: el primero está a cargo exclusivo de la sociedad conyugal y el segundo da lugar a recompensa a su favor.

(…)

En este sentido conviene distinguir que el hecho de que por una deuda no se responda solidariamente por los cónyuges, no implica que no sea social.

En el Código, el pasivo social está regulado básicamente por el artículo 1796.

Opinaba José J. Gómez, al confrontar estas disposiciones, que “… Consideramos que el pasivo de la sociedad nueva -habla después de 1932- está reducido a dos renglones de los cinco que lo forman en la comunidad del Código, según el artículo 1796:

1º) Las obligaciones que se contraigan para satisfacer las ordinarias necesidades domésticas o de crianza, educación y establecimiento de los hijos comunes, de acuerdo con el artículo 2º de la ley.

2º) Los gastos usufructuarios a que haya lugar en la explotación de los bienes personales y sociales.

O sea, que no hay discusión en lo tocante a dichas causas del pasivo, a saber, las cargas familiares y las cargas usufructuarias: pero también integran el pasivo social las pensiones o intereses que deba atender la sociedad conyugal y los gastos para adquisición de un bien ganancial.”

Y el tercer punto de disentimiento tiene que ver con la inclusión, como activo, de los cánones de arrendamiento por valor de $3.600.000,oo. A decir verdad, en esta réplica advierte la Sala un galimatías, puesto que la demandante incluyó esa suma como activo de la sociedad, y fue el demandado el que, por conducto de su apoderada judicial, objetó tal partida, y así fue declarado por la jueza. Ahora, de manera contradictoria, impugna la decisión con el fin de que sean incluidos, cuando es evidente que, para ello, carece de legitimación para impugnar, en la medida en que fue por su iniciativa que se decidió la exclusión, con lo que, esa parte del proveído, ningún agravio le puede estar causando. 

Por lo demás, la parte demandante no insistió en su inclusión y era ella la que efectivamente estaba legitimada para apelar ese aspecto de la decisión, pues fue una partida excluida de los activos que denunció. 

7.
Viene como consecuencia de lo dicho, que se confirmará el auto protestado.

En vista de que a ambas partes les fue desfavorable el recurso que presentaron, no habrá en esta sede condena en costas. 
  



DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA el auto dictado en audiencia del 23 de noviembre de 2016, en este proceso de liquidación de sociedad conyugal instaurado por Sonia Ordónez Ardila frente a Jhonny Alexánder Peña Plaza. 
   



Sin costas. 
Notifíquese,

   



El Magistrado,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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